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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de diciembre de dos mil quince (2015)

                                                                    Acta de Aprobación No 838
                                                   Hora:3:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta el ciudadano JESÚS ALIRIO PEÑA MARTÍNEZ, frente al fallo proferido por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela interpuesta por él contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 


De lo consignado en el escrito de tutela se extracta lo siguiente: (i) el señor JESÚS ALIRIO PEÑA MARTÍNEZ es desplazado desde 2008 junto con su grupo familiar compuesto por cinco personas; (ii)  se encuentran registrados en la UARIV con radicado 744797; (iii) en 2014 presentó derecho de petición a la referida entidad, donde solicitó ayuda humanitaria y vivienda. Se le informó que la alimentación la brinda el ICBF, el alojamiento esa unidad en orden de lista, y la vivienda se evalúa con el respectivo Ministerio; y (iv) a la fecha no han recibido ningún tipo de ayuda, uno de sus hijos se encuentra estudiando, dos están desempleados, su compañera permanente es ama de casa, y él tiene una discapacidad en la columna del 80%, lo que le impide laborar.

Por lo anterior solicitó que se ordene a la accionada la entrega de la ayuda humanitaria de transición a que tiene derecho -alimentos y alojamiento temporal-, subsidio de vivienda y la indemnización por desplazamiento forzado.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

El juzgado de conocimiento admitió la demanda y corrió traslado de la misma a la UARIV, y vinculó en forma oficiosa al Fondo Nacional de Vivienda y al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ICBF.

- El ICBF por medio de su representante judicial, manifestó que la entidad debe ser desvinculada de la actuación por falta de legitimación por pasiva.
La competencia en la atención del hogar fue trasladada a la Unidad de Víctimas, en virtud de lo dispuesto en el artículo 122 de la ley 1753 de 9 de junio de 2015.
De manera inicial, la competencia para recibir, caracterizar y remitir al ICBF las solicitudes que en ese sentido se presentaban, era fijada por el artículo 114 del Decreto 4800/11, norma inaplicada desde el mayo 8 de 2015, dada la implementación de la Resolución 351 de 2015, la cual regula el procedimiento para la entrega de atención humanitaria a víctimas del desplazamiento forzado, incluidas en el Registro Único de Víctimas a cargo de la Unidad de Víctimas UARIV.
El ICBF no tiene asignada ninguna competencia en la reparación individual por vía administrativa.
- Las demás entidades guardaron silencio.
3.3- Culminado el término constitucional la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira (Rda.) no tuteló los derechos deprecados por el actor, y al efecto argumentó: (i) el accionante guardó silencio respecto de la asignación de un turno para la aprobación de ayudas humanitarias de emergencia, y se deduce de documento aportado en el escrito que anualmente le han brindado al grupo familiar ayudas alimentarias; (ii) la asignación de turnos para hacer efectiva la entrega de ayudas humanitarias de transición, es consecuencia del problema de adjudicación de los recursos a fin de hacerlo más ordenado, equitativo y prioritario y para amparar los derechos de las personas con mayor vulnerabilidad. No existe vulneración a derecho fundamental alguno del actor con esta situación, pues existen muchas familias que se encuentran en igual o peor condición de vulnerabilidad; (iii) la entrega de ayuda humanitaria de transición obedece al estudio de la situación del núcleo familiar, mediante el cual se evalúa su gravedad y urgencia, con el propósito de garantizar una entrega prioritaria a quienes se encuentren dentro de grupos de especial protección; (iv) el accionante no demostró haber iniciado las gestiones necesarias ante las diferentes entidades que componen el SNAIPD para obtener los beneficios de cada una de ellas, ya que las mismas están diseñadas para funcionar a instancias de quienes las necesitan; (v) la visita socio familiar realizada al grupo del accionante, demostró que se trata de una familia en condiciones normales de vida que suplen sus necesidades básicas con ingresos provenientes de ventas ambulantes; y (vi) el actor debe acudir al punto de atención a víctimas más cercano para construir el PAARI (Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral), y de esa manera se pueda determinar la situación de extrema pobreza y vulnerabilidad y se defina si debe recibir otra clase de ayudas.
4.- IMPUGNACIÓN

El accionante impugnó la decisión proferida por la falladora de primer nivel, para lo cual expuso que existió una indebida interpretación de los hechos y pretensiones puestos de presente, ya que no se analizó la existencia de la esclerosis le impide laborar y que su familia depende de su trabajo. 
Igualmente no puede esperar el turno que le ha sido asignado, pues no puede ejercer una actividad de la cual devengue para su sustento, y se encuentra en total abandono por la UARIV. 
Es ilógico que deba seguir acudiendo ante la entidad accionada donde siempre se le entregará la misma respuesta, y además, no cuenta con la capacidad económica y física para realizar todos los trámites exigidos.
La tutela es el mecanismo idóneo para solicitar las ayudas e indemnización, pues cumple con los requisitos jurisprudenciales para ello.
Acorde con esa argumentación solicitó la protección de los derechos invocados en la demanda de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
De conformidad con lo pretendido por la parte accionante, debe determinar la Sala el grado de desacierto de la decisión de primera instancia, en cuanto concluyó que en el evento sometido a estudio no se presenta una situación vulneradora de derechos causada por la UARIV.

5.2.- Solución a la controversia
La situación de miles de personas que han tenido que sufrir un desplazamiento forzado en Colombia, ha ocasionado que la política pública programada para hacerle frente esté plagada de constantes inconsistencias, al extremo que la H. Corte Constitucional hubo de interferir en el manejo gubernamental de esta situación calamitosa y mediante sentencia del año 2004 declaró el estado de cosas inconstitucional
 con respecto a las condiciones de la población desplazada, situación que aún hoy no ha logrado superarse. 

Debido precisamente a la falta de concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos reconocidos constitucionalmente, el volumen de recursos destinados a asegurar el goce efectivo de tales derechos, y la capacidad institucional para dar cumplimiento a los correspondientes mandatos constitucionales, impartió múltiples órdenes al gobierno central y a las entidades designadas por éste en todo el país encargadas de la atención de las personas desplazadas, para que adoptaran mecanismos idóneos que lograran una solución definitiva al problema.    

Lamentablemente aún hoy las entidades que el Gobierno ha designado para hacer frente a la situación no han podido mostrar unos resultados óptimos de administración que permitan a ese grupo de población vulnerable tener acceso a un mínimo de condiciones dignas. Por lo mismo, es claro que la acción de tutela es procedente para procurar el reconocimiento de los derechos fundamentales de estas personas a quienes debe dárseles una connotación especial en atención a sus características, puesto que hacen parte de los llamados sujetos de especial protección
.

Respecto a esa protección especial que debe darse a las personas desplazadas, la H. Corte Constitucional en la sentencia T-495/09 reiteró:

“[…] Esta Sala de Revisión reitera la posición adoptada en múltiples sentencias, ante vulneración a los derechos fundamentales invocados por víctimas de desplazamiento forzado, que son merecedoras de especial protección por estar en situación dramática al haber soportado cargas injustas, que es urgente contrarrestar para que puedan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

 

La corporación ha encontrado que resulta desproporcionado exigir el agotamiento previo de trámites ordinarios como requisito para la procedencia de la tutela. Así, en diversas oportunidades ha expresado:

 

“[…] debido a la gravedad y a la extrema urgencia a la que se ven sometidas las personas desplazadas, no se les puede someter al trámite de las acciones judiciales para cuestionar los actos administrativos de la Red, ni a la interposición de interminables solicitudes a la coordinadora del Sistema. Aquello constituye la imposición de cargas inaguantables, teniendo en cuenta las condiciones de los connacionales desplazados, y son factores que justifican la procedencia de la acción de tutela. En este contexto, se ha admitido que cuando quiera que en una situación de desplazamiento forzado una entidad omita ejercer sus deberes de protección para con todos aquellos que soporten tal condición, la tutela es un mecanismo idóneo para la protección de los derechos conculcado […]”
 
Son muchas las críticas que se hacen a la forma como se ha desarrollado la política de atención a las necesidades de los desplazados, y es por ello que estas personas se ven obligadas a acudir ante el juez constitucional a efectos de lograr una ayuda real a su situación.

En el caso subexamine, se advierte tal como lo expuso la falladora de primer nivel, que al grupo familiar del señor JESÚS ALIRIO PEÑA MARTÍNEZ le ha sido entregada anualmente ayuda alimentaria igual a como se ha hecho con otras personas que se encuentran en similares condiciones. Así mismo, la respuesta a la petición de entrega de ayudas humanitarias de emergencia fue atendida por la entidad demandada con la asignación del turno correspondiente, el cual garantiza su entrega de manera ordenada y en especial prioritaria de conformidad con los criterios de selección que legalmente se han establecido para ello, entre ellos, quienes presenten una mayor vulnerabilidad.
No se demostró en el trámite de la acción constitucional, que el señor PEÑA MARTÍNEZ  haya adelantado las gestiones pertinentes ante cada entidad adscrita al SNAIPD, para obtener los beneficios que depreca de manera inmediata, lo cual se hace necesario a fin de que se adelanten por cada una de ellas las actividades necesarias tendientes a estudiar la existencia de las condiciones planteadas por el actor.
De otra parte, la composición del núcleo familiar del tutelante no permite concluir por sí misma la existencia de una conducta que atente contra la integridad de sus miembros, pues todos son mayores de edad y contrario a lo expuesto por él, deberían contribuir a la manutención del hogar y no depender exclusivamente de la labor económica que éste despliegue. 
En esas condiciones, como bien lo determinó la funcionaria a quo, se advierte que por parte de la UARIV se han desplegado las acciones tendientes a que se le otorgue al accionante y a su núcleo familiar las ayudas a las cuales tiene derecho, sin que se observe una dilación injustificada en la realización del trámite.

Adicionalmente, no puede pasarse por alto que hay otras personas que también son víctimas de desplazamiento forzado, quienes han realizado las peticiones en ese sentido con antelación, y cuyos turnos deben ser respetados, porque al igual que el actor son sujetos de especial protección.

Por tanto, como quiera que se comparten los argumentos expuestos por la falladora de primer nivel para negar el amparo de derechos fundamentales, se confirmará la providencia impugnada.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-025/04.


� Sobre el tema de las condiciones especiales de las personas desplazadas ver entre otras, la sentencia T-563/05, T- 057/08, T- 787/08, T-495/09, T-501/09.


�En igual sentido, en la sentencia T-517/10 se reiteró: “Vemos entonces que de conformidad con la disposición legal y en el amplio conjunto de principios constitucionales y la decantada jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional se ha señalado de manera enfática que la condición de desplazado deviene en una especial situación fáctica de desprotección, a partir de la cual el ciudadano se encuentra en posibilidad de solicitar de manera preferente la protección especial de sus derechos fundamentales por parte del Estado.”
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